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SJ2020CV03763 
 
Sobre:  

Daños y Perjuicios  

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Marrero Guerrero. 
 

 
RESOLUCIÓN 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 2 de junio de 2022. 

Considerados los alegatos de las partes, se declara no ha lugar 

la petición de certiorari. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.  

El Juez Marrero Guerrero emitió voto particular de 

conformidad.  El Juez Candelaria Rosa concurre con la Resolución 

emitida por considerar que la determinación recurrida se atuvo al 
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ámbito del ejercicio de la discreción del Tribunal recurrido y no 

desvela parcialidad, prejuicio o error manifiesto que justifique 

expedir el auto solicitado.  El Juez Sánchez Ramos emitió voto 

disidente. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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VOTO DE CONFORMIDAD  

DEL JUEZ MARRERO GUERRERO 
 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 2 de junio de 2022. 

Estamos conformes con el resultado mediante el cual se 

mantiene la determinación del Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Carolina, (TPI) de ordenar la descalificación del Lcdo. Alcides A. 

Reyes Gilestra en el caso ante la consideración de dicho tribunal.  

Consignamos para el récord, las razones que a nuestro entender 

validan dicho curso de acción. 
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Comparecen, mediante recurso presentado el 12 de abril de 

2022, los demandantes, Jayleen Molina Santiago, por si y en 

representación de su hija menor de edad Eliezleen García Molina, 

Raúl E. García Febus, María Mercedes Marrero Mediavilla, Nora 

García Marrero y Yajaira García Marrero (en adelante los 

peticionarios) y nos solicitan que revoquemos una Resolución 

emitida por el TPI el 11 de marzo de 2022.  En ella, el TPI declaró No 

Ha Lugar la solicitud de reconsideración presentada por los 

peticionarios sobre una Resolución emitida el 15 de febrero de 2022 

mediante la cual el foro primario ordenó la descalificación del Lcdo. 

Alcides A. Reyes Gilestra como representante legal de dicha parte.1 

I. 

 El presente asunto tiene su génesis en una demanda 

presentada el 15 de julio de 2020 por los peticionarios.  Según las 

alegaciones de la referida demanda, el 10 de junio de 2019 el Sr. 

Raúl García Marrero falleció a consecuencia de las lesiones sufridas 

tras caer desde una altura aproximada de 150 pies mientras 

operaba un equipo pesado tipo Bobcat con pala mecánica.  Ello, 

como parte de las tareas que le encomendara Demex Environmental 

Group, LLC. (en adelante Demex) en el proceso de remoción de 

escombros del piso 13 del edificio conocido como la Torre de Oración 

Font, sita en el Municipio de Carolina (en adelante el proyecto). 

 Luego de varios incidentes procesales que resulta innecesario 

pormenorizar aquí, el 12 de marzo de 2021 los demandados 

OutsideIn Architecture, LLC (en adelante OIA) y Demex presentaron 

una moción de descalificación y paralización de los procedimientos.  

En ella solicitaron la descalificación del licenciado Reyes Gilestra por 

 
1 El recurso de certiorari que nos ocupa fue presentado un día luego de haber 

transcurrido el término reglamentario para ello.  No obstante, consideradas las 
razones expuestas por la parte recurrente en su Moción Aduciendo Justa Causa 
Para Radicación Tardía de Recurso de Certiorari, unido a la política institucional 

de que los asuntos se atiendan en los méritos, acogimos el recurso para su 

adjudicación. 
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entender que representaba clientes que tienen intereses antagónicos 

e irreconciliables entre sí.  En apretada síntesis, se expuso que el 

licenciado Reyes Gilestra incurría en representación conflictiva al 

representar a los demandantes y haber sido el abogado de 

Intergroup, Inc. (en adelante Intergroup), entidad que según los 

promoventes de la moción de descalificación podría a su vez ser 

responsable de los daños alegados en la demanda.  También se 

esgrimió como fundamento para la descalificación el conocimiento, 

y la alegada utilización por parte del licenciado Reyes Gilestra, de 

cierta información privilegiada, adquirida como parte de su trabajo 

en representación de Intergroup.2    

 En particular, se alegó que el 10 de junio de 2019,3 el 

licenciado Reyes Gilestra, en representación de Intergroup, le envió 

una carta-reclamación a OIA para atender una controversia sobre la 

terminación de Intergroup, los trabajos realizados por dicha entidad 

en el proyecto y solicitar el pago de la compensación adeudada a la 

misma por OIA.  Posteriormente, el 21 de junio de 2019, el licenciado 

Reyes Gilestra le envió una comunicación a OIA, Demex, Bird 

Construction y a Tower Adquisition Group informado que los 

familiares del señor García Marrero lo habían contratado.  Además, 

solicitó que se preservara cualquier documento relacionado con el 

incidente fatal acaecido en el proyecto.     

 Así las cosas, el 15 de febrero de 2022, el TPI emitió la Orden 

mediante la cual descalificó al licenciado Reyes Gilestra.  Por su 

relevancia, transcribimos en su totalidad la determinación del 

Tribunal: 

ESTE TRIBUNAL, LUEGO DE EVALUADO NUEVAMENTE LA 
TOTALIDAD DEL EXPEDIENTE ANTE NUESTRA 
CONSIDERACION, DETERMINA EL DESCALIFICAR AL LCDO. 
ALCIDES REYES GILESTRA COMO REPRESENTANTE LEGAL DE 

LA PARTE DEMANDANTE.  

 

 
2 La parte co-demandada Bird Group, LLC, se unió posteriormente a la solicitud 

de descalificación. Véase, página 312 del Apéndice.  
3 Mismo día de accidente con desenlace fatal. 
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COMO LOS REPRESENTANTES LEGALES DE LAS PARTES YA 
DEBEN CONOCER, LA DESCALIFICACION EFECTUADA EN ESTE 
DIA POR ESTA SALA NO LEVANTA INFERENCIA ALGUNA FRENTE 
AL MISMO DE CONDUCTA INAPROPIADA Y/O VIOLATORIA DE 
LOS CANONES DE ETICA PROFESIONAL LOS CUALES 
GOBIERNAN LA PROFESION LEGAL. LA MISMA SE TOMA COMO 
UNA MEDIDA PROFILACTICA, EN PROTECCION DE LAS PARTES 
Y PARA LOGRAR DE IGUAL FORMA EL CAUSE ADECUADO DEL 
PRESENTE PROCEDIMIENTO.  

 
DE UNA REVISION LIVIANA DEL EXPEDIENTE ANTE NUESTRA 
CONSIDERACION DEL MISMO SE DESPRENDE QUE EL UNICO 
TRAMITE QUE ESENCIALMENTE HA TENIDO EL PRESENTE 
PROCEDIMIENTO ES EL DISCUTIR LA PROCEDENCIA O NO DE 
LA PETICION DE DESCALIFICACION PROMOVIDA POR LAS 
PARTES DEMANDADAS FRENTE AL REPRESENTANTE LEGAL DE 
LA PARTE DEMANDANTE. COMO FUERA DISCUTIDO FUERA DE 
REGISTRO DURANTE EL SENALAMIENTO DE 20/AGOSTO/21, 
UNA DE LAS PROVIDENCIAS QUE ESTE TRIBUNAL PUEDE 
TOMAR PARA LA CONSECUCION DE LA JUSTICIA A TODAS LAS 
PARTES ES QUE, CUANDO SE ESTA PLENAMENTE CONVENCIDO 
QUE LA PRESENCIA DE UN ABOGADO RETRASA LA DISPOSICION 
DE LAS CONTROVERSIAS ESENCIALES Y MEDULARES QUE 
REQUIEREN ATENCION JUDICIAL, EL TRIBUNAL PUEDE 
ORDENAR LA DESCALIFICACION DEL MISMO. ESO ES LO QUE 
HACEMOS MEDIANTE LA PRESENTE ORDEN.  

 
DE OTRA PARTE, LA PARTE DEMANDANTE NO VA A 
ENCONTRARSE DESPROVISTA EN FORMA ALGUNA DE OBTENER 
UNA NUEVA REPRESENTACION LEGAL PARA QUE LE ASISTA EN 
LAS ETAPAS ULTERIORES DEL PRESENTE PROCEDIMIENTO, 
SOBRETODO ANTE LAS MOCIONES SOBRE DESESTIMACION 
PROMOVIDAS POR LAS PARTES DEMANDADAS. DE HECHO, YA 
EN ESTE MOMENTO, HAN TENIDO TIEMPO Y OPORTUNIDAD 
PARA OBTENER LA MISMA, SITUACION QUE EL PROPIO LCDO. 
REYES LES DEBIO DE HABER COMUNICADO DESDE EL 
20/AGOSTO/21. 

 
POR TANTO Y ANTE LO ANTES INDICADO, VOLVEMOS Y 
REPETIMOS: PARA QUE EL PRESENTE PROCEDIMIENTO PUEDA 
CONTINUAR SIN MAYOR DILACION Y EN BENEFICIO Y 
PROTECCION DE LOS DERECHOS DE TODAS LAS PARTES, SE 
DESCALIFICA AL LCDO. REYES GILESTRA COMO 
REPRESENTANTE LEGAL DE LAS PARTES DEMANDANTES. 
DISPONEN LAS PARTES DE 30 DIAS PARA ANUNCIAR Y 
COMPARECER JUNTO A NUEVA REPRESENTACION LEGAL, 
TODO LO ANTERIOR BAJO APERCIBIMIENTO DE QUE SEA 

ORDENADO EL ARCHIVO DEL PRESENTE PROCEDIMIENTO. 

  

 Ante solicitud de reconsideración presentada por los 

peticionarios, el 11 de marzo de 2022, el TPI emitió Resolución4 en 

la que luego de consignar una exposición del derecho aplicable la 

situación ante sí presentada, concluyó: 

Hemos evaluado detenidamente el expediente y los 

argumentos esbozados en ambos escritos, entiéndase, la 
reconsideración y la oposición. Como puede verse, contrario a 

lo alegado por la parte demandante la Orden de 

 
4 Esta Resolución fue emitida por una magistrada distinta al que emitió la 

determinación original, por razón del retiro de éste de la judicatura. 



 
 
 
KLCE202200408 

 

5 

descalificación no fue un simple No ha Lugar. La orden 
expresó los fundamentos por los cuales, en el ejercicio de su 

discreción este Tribunal ordenó la descalificación del 
licenciado Reyes Gilestra. 

 
El Tribunal Supremo ha reconocido que “la determinación de 
derecho del tribunal de instancia sobre la descalificación de 

abogado es una decisión impregnada de un alto grado de 
discreción que tiene dicho foro en el manejo procesal de un 
caso”. Job Connection Center v. Sups. Econo, supra; 

Meléndez v. Caribbean Int’l. News, supra. Véase, además, 
Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). La 

descalificación del licenciado Reyes Gilestra fue objeto de 
varias mociones y asuntos discutidos ante el Juez que 
presidía dicha sala y poseía los elementos necesarios para 

emitir su determinación.  
   

Por los fundamentos antes esbozados declaramos No Ha 
Lugar la reconsideración presentada por la parte demandante 

y nos reiteramos en la Orden del 15 de febrero de 2022 así 
como en los términos dispuestos en ella para anunciar nueva 
representación legal. (subrayado en el original) 

  

 Inconformes, los peticionarios imputaron al TPI la comisión 

de los siguientes errores: 

1. Erró el TPI al descalificar al Lcdo. Alcides A. Reyes 

Gilestra bajo el fundamento de que su permanencia en 
el caso dilatará los procedimientos.  

 
2. Erró el TPI en descalificar al Lcdo. Alcides A. Reyes 

Gilestra bajo el fundamento de que el único trámite que 
ha ocurrido en este pleito es la petición de 
descalificación. 

 
3.     Erró el Tribunal de Primera Instancia en descalificar al 

Lcdo. Alcides A. Reyes Gilestra, ante la ausencia de 
alegaciones ni prueba del alegado conflicto de intereses, 
en casos como en autos, donde la petición la radicó la 
parte adversa. 

 
4.   Erró el TPI al descalificar al Lcdo. Alcides A. Reyes    

Gilestra, ante la ausencia de un análisis de la totalidad 
de las circunstancias. 

         

Por su parte, el 9 de mayo de 2022, los recurridos presentaron 

su Memorando en Oposición a la Expedición del Auto de Certiorari.   

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, resolvemos. 

II. 

-A- 

El auto de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un 

error de derecho cometido por un tribunal inferior. IG Builders v. 
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BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); Pueblo v. Colón Mendoza, 

149 DPR 630 1999. Distinto al recurso de apelación, el tribunal de 

superior jerarquía tiene la facultad de expedir el auto de certiorari 

de manera discrecional, por tratarse ordinariamente de asuntos 

interlocutorios. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52, 

establece que el recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurre de: (1) una resolución u orden bajo la Regla 56 (Remedios 

Provisionales) y la Regla 57 (Injunction) de Procedimiento Civil; (2) la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo y; (3) por vía de 

excepción de: (a) decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales; (b) asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios; (c) anotaciones de rebeldía; (d) casos de relaciones de 

familia; (e) casos que revistan interés público; y (f) cualquier otra 

situación en la que esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. 

En Job Connection Center v. Econo, 185 DPR 582 (2012), el 

Tribunal Supremo se enfrentó a la controversia de si las órdenes de 

descalificación de abogados decretadas por el Tribunal de Primera 

Instancia están contenidas entre las excepciones que confieren 

jurisdicción a este Tribunal para revisar órdenes o resoluciones 

interlocutorias bajo la antes referida Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil.  Tras enunciar la naturaleza, propósitos y procedencia de las 

determinaciones acerca de descalificaciones de abogados, el 

Tribunal Supremo concluyó que dichas determinaciones son 

revisables de forma interlocutoria mediante recurso de certiorari. 

Luego de establecer nuestra facultad revisora sobre un caso 

al concluir que el asunto planteado trata de alguna de las materias 

contempladas en la Regla 52.1, supra, o versa sobre alguna de las 
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instancias reconocidas jurisprudencialmente, procede evaluar si a 

la luz de los criterios enumerados en la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, se justifica 

nuestra intervención. La referida regla dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al 
determinar la expedición del auto de certiorari o de una orden de 
mostrar causa: 
 
A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema. 

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

  
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración. 
 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 

 

De ordinario, se respetan las medidas procesales que los 

jueces toman en el ejercicio prudente de su discreción para dirigir y 

conducir los procedimientos que ante ellos se siguen. Ello, pues los 

jueces del Tribunal de Primera Instancia gozan de amplia discreción 

para gobernar esos procedimientos. Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729 (1986); Fine Art Wallpaper v. Wolf, 102 DPR 451 

(1974). Gozan, además, de amplia facultad para disponer de los 

procedimientos ante su consideración de forma que se pueda 

asegurar la más eficiente administración de la justicia, y están 

llamados a intervenir activamente para manejar los procesos y 

dirigirlos de forma tal que se logre una solución justa, rápida y 

económica de los casos. Vives Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 117 

(1996); Vellón v. Squibb Mfg., Inc., 117 DPR 838 (1986). 
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En armonía con tal normativa, la función de un tribunal 

apelativo en la revisión de controversias, como la que nos ocupa, 

requiere que se determine si la actuación del TPI constituyó un 

abuso de la discreción en la conducción de los procedimientos ante 

sí. Al realizar tan delicada función, un tribunal apelativo no debe 

intervenir con el ejercicio de esa discreción, salvo que se demuestre 

que hubo un craso abuso de esta, o que el tribunal actuó con 

prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y 

que nuestra intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial. Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170 (1992); Lluch v. España 

Service Sta., supra. 

-B- 

Los tribunales están facultados para descalificar a abogados 

que participan en un caso para prevenir una violación a cualquiera 

de los Cánones de Ética Profesional o para evitar actos disruptivos 

de los abogados durante el trámite de un pleito. Meléndez v. 

Caribbean Int'l. News, 151 D.P.R. 649 (2000).  Sobre la 

descalificación como mecanismo para asegurar la adecuada marcha 

de un litigio, el Tribunal Supremo ha expresado que basándose en 

el deber de mantener el orden y el control de los procedimientos que 

se ventilan ante ellos, los tribunales inferiores tienen la facultad de 

descalificar abogados si ello resulta necesario para el logro del 

objetivo primordial de todo tribunal: la solución justa, rápida y 

económica de los pleitos. 

 En lo que respecta a la determinación de derecho que hace el 

tribunal de instancia al descalificar, se trata de una decisión 

impregnada del alto grado de discreción que tiene dicho foro en 

el manejo procesal de un caso. En palabras del Tribunal Supremo: 

Como es sabido, los tribunales apelativos no debemos, con 
relación a determinaciones interlocutorias discrecionales 
procesales, sustituir nuestro criterio por el ejercicio de 
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discreción del tribunal de instancia, salvo cuando dicho foro 
haya incurrido en arbitrariedad o craso abuso de discreción. 

Meléndez v. Caribbean Int'l. News, supra. 

 Por su parte, y de particular relevancia al asunto ante nuestra 

consideración, tenemos que el Canon 21 del Código de Ética 

Profesional5, expresamente dispone que el abogado tiene para con 

su cliente un deber de lealtad completa. La obligación de representar 

al cliente a tono con dicha lealtad incluye, entre otras cosas, ejercer 

un criterio profesional independiente y desligado de sus propios 

intereses y no divulgar los secretos y confidencias que el cliente haya 

compartido durante el transcurso de sus representaciones pasadas 

y presentes. Liquilux Gas Corporation v. Berríos, 138 DPR 850 

(1995); Ex Parte Robles Sanabria, 133 DPR 739 (1993). El Canon 21 

le impone a todo abogado el deber de evitar tres situaciones básicas, 

a saber: 1) aceptar la representación legal cuando a su juicio la 

misma pueda verse afectada por sus expectativas o intereses 

personales; 2) aceptar la representación legal simultánea de dos 

clientes distintos con intereses contrapuestos; y 3) aceptar la 

representación de un cliente en asuntos que puedan afectar 

cualquier interés de un cliente anterior. In re Toro Cubergé, 140 DPR 

523 (1996). 

 En In re Toro Cubergé, supra, el Tribunal Supremo expresó 

que el primer aspecto de dicha prohibición intenta evitar que un 

abogado deje de realizar determinada acción de posible beneficio 

para su cliente porque la misma frustraría algún interés propio que 

el abogado también quiera promover o defender.  Por su parte en 

cuanto al segundo y tercer aspecto de la prohibición éstos tienen el 

firme propósito de garantizarle a todo cliente que las confidencias y 

secretos que compartió con su abogado no serán utilizados en su 

contra, en beneficio de una representación antagónica, de un cliente 

 
5 4 LPRA Ap. IX C. 21. 
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simultáneo o posterior. In re Carlos Roberto Soto, 134 DPR 772 

(1993); Ex Parte Robles Sanabria, supra. Así pues, un abogado 

queda impedido de asumir la representación simultánea o sucesiva 

de dos clientes, independientemente de la aprobación otorgada por 

éstos, cuando entre ambas representaciones exista una relación 

sustancial que implique intereses adversos. Puerto Rico Fuels v. 

Empire Gas Co., 133 DPR 112 (1993).   

 Bajo el criterio de la relación sustancial, el cliente sólo tiene 

que demostrar que la controversia legal envuelta en el pleito en el 

que el abogado comparece en su contra está relacionada 

sustancialmente con la materia o causa de acción en la que tal 

abogado lo representa o le representó. El cliente no tiene que probar 

que ocurrió una violación al principio de confidencialidad, siendo 

suficiente con que demuestre la existencia de una relación previa 

abogado y cliente, la relación sustancial vigente entre ambas 

representaciones conflictivas y el efecto adverso que surge de la 

representación dual de las mismas. Puerto Rico Fuel v. Empire Gas 

Co., supra; In re Carreras Rovira Y Suárez Zavas, 115 D.P.R. 778 

(1984). 

Abundando sobre el criterio de la relación sustancial entre 

asuntos necesaria para descalificar a un abogado, en su obra Ética 

del Abogado y Responsabilidad Disciplinaria,6 el profesor Sigfrido 

Steidel Figueroa nos dice: 

Determinar si existe una relación sustancial entre dos 
representaciones supone comparar los hechos alegados, las 
defensas planteadas, las controversias jurídicas involucradas y la 
naturaleza de las representaciones.  No es necesario que exista 
identidad de causas, hechos o controversias entre dos 
representaciones, pues información obtenida previamente puede 
servir no solo para adelantar los intereses de un cliente actual 
frente a los intereses de un cliente anterior, sino también para 
refutar defensas o para impugnar a un cliente anterior. 
 
[…] 
 

 
6 Steidel Figueroa, S., Ética del Abogado y Responsabilidad Disciplinaria, San 

Juan, 2016. 
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Por otro lado, en el contexto de una solicitud de descalificación por 
presunta representación sucesiva adversa entre una representación 
pasada que no involucró un pleito judicial-por tratarse de una 
consulta legal u otra gestión análoga- y una representación actual-
que lógicamente involucra un proceso litigioso en los tribunales, 
pues de lo contrario, no se plantearía una solicitud de 
descalificación-supone evaluar el alcance de la gestión profesional 
realizada por el abogado cuya descalificación se solicita para inferir 
el tipo de información necesaria para lograr el cabal cumplimiento 
de dicha gestión y, por lo tanto, el tipo de información que 
probablemente fue provista al abogado en esa ocasión, y su 
relevancia en la evaluación de las alegaciones y defensas 
involucradas en una relación profesional presente.  En 
consecuencia, existe una relación sustancial si surge una 
coincidencia fáctica entre la información que probablemente 
divulgó o debió divulgar el cliente anterior y los hechos relevantes o 
que sería necesario probar para resolver los méritos de las 
alegaciones o defensas planteadas en la representación actual.7 
 

 De otra parte, el Tribunal Supremo también ha reconocido 

que el Canon 21 no impide la representación sucesiva o simultánea 

de dos clientes por su abogado en casos donde exista total ausencia 

de un posible conflicto de intereses entre ambas representaciones. 

Liquilux Gas Corporation v. Berríos, supra. 

 La normativa vigente dispone que el tribunal motu proprio 

puede ordenar la descalificación de un abogado en aquellos casos 

donde éste asume la representación de ambos clientes a pesar de la 

existencia de un posible conflicto. En tales casos no resulta 

necesario que se aporte prueba sobre una violación ética, ya que la 

mera apariencia de impropiedad podrá ser utilizada, en caso de 

duda, en favor de la descalificación. Otaño v. Vélez, 141 DPR 820 

(1996). 

 Sobre este último aspecto, se ha señalado que no se puede 

perder de perspectiva que la prohibición del Canon 21 del Código de 

Ética Profesional, supra, se extiende, no solo a la existencia patente 

del conflicto, sino a conflictos aparentes pero que llevan consigo la 

semilla de un posible o potencial conflicto. En otras palabras, el 

abogado se encuentra vedado de asumir la representación legal de 

clientes cuando se puede anticipar razonablemente un conflicto de 

intereses futuro, aun cuando sea inexistente al momento de la 

 
7 Id, a la página 331. 
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aceptación de la representación legal. In re Ortiz Martínez, 161 DPR 

572 (2004). 

 En casos como el que nos ocupa, donde la parte contraria es 

quien solicita la descalificación, el tribunal debe considerar si quien 

solicita la descalificación tiene legitimación activa para invocarla, la 

gravedad del conflicto de interés envuelto, la complejidad del 

derecho o los hechos pertinentes a la controversia y el "expertise" de 

los abogados envueltos, la etapa de los procedimientos en que surja 

la controversia sobre la descalificación y su posible efecto en cuanto 

a la resolución justa, rápida y económica del caso.  También, debe 

considerar el propósito detrás de la descalificación, es decir, si la 

moción de descalificación está siendo utilizada como mecanismo 

procesal para dilatar los procedimientos. Liquilux Gas Corporation v. 

Berríos, supra. Al considerar esta serie de factores, el tribunal 

deberá sopesar, además, el derecho que le asiste a todo ciudadano 

de escoger libremente el abogado que lo represente. Sánchez 

Acevedo v. ELA, 125 D.P.R. 432, 438 (1990). 

 Por su parte, el Canon 38 de Ética Profesional dispone la 

preservación del honor y la dignidad de la profesión, al establecer 

que los abogados deben esforzarse al máximo en la exaltación del 

honor y dignidad de la misma, aunque ello conlleve sacrificios 

personales y deben también evitar hasta la apariencia de conducta 

profesional impropia.  En virtud de tal disposición, el profesional del 

derecho tiene el deber de lucir libre de influencias extrañas a su 

gestión profesional y, en el descargo de sus responsabilidades, debe 

cuidarse de que sus actuaciones no den margen a la más leve 

sospecha de que promueve intereses conflictivos.  En este sentido, 

la jurisprudencia reiteradamente ha establecido que la apariencia 

de impropiedad será utilizada para resolver cualquier duda que 
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surja sobre la posible representación legal de un abogado en un 

caso, en favor de la descalificación.8 

III. 

Un abogado puede obviar o subestimar que existe real o 
potencialmente un conflicto entre asumir la representación de 
un cliente y su relación profesional con clientes pasados o 
simultáneos.  La figura de la descalificación de un abogado 
surge como medida preventiva para evitar un conflicto de 
intereses, y por tanto, como medida preventiva de las 
consecuencias que tal situación pudiera originar.9 

 

Iniciamos estableciendo que en este caso, no nos encontramos 

ante un caso de representación sucesiva adversa a un cliente, sino 

ante un caso en donde existe un conflicto de intereses entre los 

intereses de dos clientes del licenciado Reyes Gilestra, lo que 

ocasiona que este a su vez incurra en un conflicto insalvable. 

En su primer señalamiento de error, sostienen los 

demandantes que incidió el TPI al descalificar al licenciado Reyes 

Gilestra bajo el fundamento de que su permanencia en el caso 

dilataría los procedimientos.  Tal y como se expresara previamente, 

la evaluación de los hechos que podrían dar base a la descalificación 

de un abogado es una mixta de hecho y derecho impregnada del alto 

grado de discreción que tienen los foros de instancia en el manejo 

procesal de un caso.  En este caso, es muy probable que el TPI 

anticipara que como parte del desarrollo del  juicio y en sus etapas 

preliminares, como por ejemplo el descubrimiento de prueba, 

surgieran controversias o alegaciones sobre la posible 

responsabilidad del primer cliente del licenciado Reyes Gilestra, 

Intergroup, para con sus clientes actuales y surgieran además 

controversias sobre el tipo de información que Intergroup poseía 

producto de la relación contractual que mantenía con OIA, y que 

Intergroup por medio de sus agentes pudiese haber compartido con 

 
8 Otaño v. Vélez, supra; Liquilux Gas Corp. v. Berríos, Zaragoza, supra. 
9 Steidel Figueroa, S., Op. cit, a la página 318. 
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el licenciado Reyes Gilestra.  Esta posibilidad, muy real según se 

desprende de los distintos escritos y documentos presentados por 

las partes, torna en razonable la determinación del TPI, ejercida 

como parte de su discreción, de descalificar al representante legal 

de los peticionarios en aras de simplificar y evitar dilación en el 

trámite de los procedimientos ante si.  En vista de lo anterior, 

consideramos que no se cometió el primer error señalado.  

En cuanto al señalamiento de que erró el TPI al concluir que 

procedía la descalificación del licenciado Reyes Gilestra por razón de 

que el único tramite acaecido en el pleito es la solicitud de 

descalificación, debemos señalar que si bien el expediente 

electrónico del caso SJ2020CV03763 refleja otras instancias como 

por ejemplo la presentación de mociones de desestimación por parte 

de los demandados, la conclusión del TPI en este caso es adecuada. 

Ello, debido a que la mayoría de los asuntos discutidos hasta el 

momento en el TPI tratan sobre la descalificación solicitada y las 

diversas comparecencias de las partes en favor y en contra de dicho 

remedio. De hecho, mediante Orden de 16 de marzo del 2021 el TPI 

informó que la consideración de las medidas dispositivas 

previamente presentadas quedaría pospuesta hasta que adjudicara 

la controversia sobre la descalificación del licenciado Reyes Gilestra. 

No se cometió el segundo error señalado.  

 Como se expresara previamente, el Tribunal Supremo ha 

interpretado el Canon 21 de Ética Profesional como uno que, entre 

otras propósitos, intenta evitar que un abogado deje de realizar 

determinada acción de posible beneficio para su cliente porque la 

misma frustraría algún interés propio que el abogado también 

quiera promover o defender.  En el presente caso, el deber hacia los 

peticionarios probablemente presuponía que al momento de 

demandarse a los posibles causantes o responsables de los daños 

alegados en la demanda se incluyera a Intergroup.  Después de todo, 
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dicha entidad, junto a OIA, Demex, y Bird, intervinieron en el 

proceso dirigido a la planificación de los trabajos en el proyecto.  Por 

ejemplo en minuta de reunión celebrada el 1 de marzo de 2019 

preparada y suscrita por el representante de Intergroup, se 

desprende que dicha entidad estuvo involucrada en aspectos de lo 

que se identifica en el propio documento como la Demolition Phase 

del proyecto, etapa en la que acaeció el lamentable incidente que dio 

origen a la demanda.10 Como se puede colegir de la exposición de la 

normativa aplicable, una situación que presenta intereses 

encontrados surge cuando un abogado acepta la representación 

legal de un cliente, conociendo que su juicio profesional puede verse 

afectado por sus intereses personales. En estas situaciones “es 

preciso que los miembros de la profesión legal resuelvan las dudas 

de índole ético profesional con rigurosidad contra sí mismo.”11   

Consideramos que en este caso surge la duda sobre si la no 

inclusión de Intergroup como demandado obedeció al hecho de que 

dicha entidad también es un cliente del licenciado Reyes Gilestra. 

 Debemos señalar que el argumento esgrimido por los 

peticionarios a los efectos de que el Sr. Mario Corsino, principal de 

Intergroup, falleció, en nada afecta, la posibilidad del conflicto en 

este caso.   Ello, pues el licenciado Reyes Gilestra representaba a 

Intergroup, una corporación con personalidad jurídica 

independiente de la del señor Corsino.   

 De otra parte, el cuarto señalamiento de error sostiene que 

erró el TPI al descalificar al licenciado Reyes Gilestra ante lo que 

catalogaron como la ausencia de un análisis de la totalidad de las 

circunstancias.  Sobre los elementos a considerar cuando una 

moción de descalificación ha sido presentada por la parte contraria, 

concluimos que evidentemente los recurridos tienen legitimación 

 
10 Página 274 del Apéndice. 
11 In re Valentín González, 115 DPR 68 (1984). 
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para instarla.  Ello, pues han logrado establecer la existencia de una 

situación de posible conflicto o la apariencia de este, elemento sobre 

el cual abundaremos próximamente. De otra parte, el asunto se 

encuentra en las etapas preliminares a nivel del TPI, pendiente de 

la adjudicación de mociones de desestimación presentadas por los 

demandados sin que se haya contestado la demanda.  A esto 

agregamos que el caso de por sí, trata de una reclamación de daños 

y perjuicios, que ciertamente posee sus particularidades como 

ocurre en todos los litigios pero no nos encontramos ante un caso 

en el que pueda alegar la existencia de una evidente complejidad en 

el derecho o los hechos que requieran de un peritaje o expertise de 

un único o específico representante legal.12  Finalmente, no 

encontramos indicios de que la solicitud de descalificación haya sido 

presentada como artilugio para dilatar los procedimientos.  Por el 

contrario, como parte de la moción de descalificación se 

argumentaron asuntos que conciernen a todo integrante de la 

profesión legal en su deber de velar por la imagen de la profesión, 

además de la defensa de lo que concebían eran los mejores intereses 

de sus clientes ante la sospecha de uso de información obtenida de 

manera privilegiada. 

 Lo anterior, unido a la norma de que la mera apariencia de 

impropiedad podrá ser utilizada, en caso de duda, en favor de la 

descalificación, conforme a lo expresado en Otaño v. Vélez, supra, 

nos permite, en un análisis de la totalidad de las circunstancias, 

concluir que en este caso no abusó de su discreción el TPI al 

descalificar al licenciado Reyes Gilestra.    

 

 

 
12 El hecho de que el licenciado Reyes Gilestra haya participado en los procesos 

administrativos que se llevan a cabo ante OSHA, en nada varían nuestra 
conclusión.  Dicho procedimiento versa sobre aspectos específicos de seguridad 

en el área de trabajo contra el patrono del obrero, no contra todas las partes 

involucradas en el caso pendiente ante el TPI. 
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IV. 

Por los fundamentos expuestos, estamos conformes con el 

resultado mediante el cual se sostiene la Resolución impugnada en 

la cual se descalificó al licenciado Reyes Gilestra como representante 

legal de los demandantes.   

 

 

Ricardo G. Marrero Guerrero 

Juez de Apelaciones 
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Sobre:  

Daños y Perjuicios  

Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Marrero Guerrero. 

 

OPINIÓN DISIDENTE DEL JUEZ SÁNCHEZ RAMOS 

El Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) erró al descalificar a 

la representación legal de los demandantes.  En primer lugar, las 

corporaciones demandadas no tienen interés legítimo alguno en los 

asuntos que plantean como razón para la descalificación solicitada.  

En segundo lugar, y más importante aún, las situaciones 

presentadas para justificar la solicitud de descalificación 

(relacionadas con un supuesto conflicto y con violaciones al deber 

de lealtad y al privilegio abogado cliente) descansan sobre conjeturas 

no sustentadas en el récord ni demostradas de forma alguna por las 

recurridas.  
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Es decir, el TPI decretó la descalificación objeto del recurso de 

referencia sobre la base de suposiciones y especulaciones 

infundadas, articuladas por una parte que en nada se ve afectada 

por lo alegado.  No hay aquí amenaza a la integridad del proceso 

judicial que justifique la extrema medida de descalificación, la cual 

solo procede de ser estrictamente necesaria.  No debemos permitir 

que un enredo de humo y espejos, en conjunto con la mentada 

“apariencia” y la tradicional deferencia al manejo del caso por el TPI, 

prive a unas partes de la representación legal que escogieron, 

particularmente a casi dos años de presentada la acción de epígrafe. 

I. 

El Tribunal de Primera Instancia tiene autoridad para ordenar 

la descalificación de un abogado. K–Mart Corp. v. Walgreens, 121 

D.P.R. 633, 638 (1988).  Procede la descalificación cuando la 

abogada “incurr[e] en conducta que constituya un obstáculo para la 

sana administración de la justicia o infrinja sus deberes hacia el 

tribunal, sus representados(as) o sus compañeros(as) abogados(as)”.  

Regla 9.3 de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V 

R.9.3. 

“Una orden de descalificación puede proceder, ya sea para 

prevenir una violación a cualquiera de los cánones del Código de 

Ética Profesional o para evitar actos disruptivos de los abogados 

durante el trámite de un pleito.” Job Connection Center v. Sups. 

Econo, 185 DPR 585, 596 (2012); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. 

News, 151 DPR 649, 661-662 (2000).   

Cuando es una parte quien solicita la descalificación de una 

abogada, el TPI debe “hacer un análisis de la totalidad de las 

circunstancias”, considerando los siguientes factores: “(i) si quien 

solicita la descalificación tiene legitimación activa para invocarla; (ii) 

la gravedad de la posible violación ética involucrada; (iii) la 

complejidad del derecho o los hechos pertinentes a la controversia y 
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el expertise de los abogados implicados; (iv) la etapa de los 

procedimientos en que surja la controversia sobre descalificación y 

su posible efecto en cuanto a la solución justa, rápida y económica 

del caso, y (v) el propósito detrás de la descalificación, es decir, si la 

moción se está utilizando como mecanismo para dilatar los 

procedimientos.” Job Connection Center, 185 DPR a las págs. 597-

598; Liquilux Gas Corp v. Berríos, Zaragoza, 138 DPR 850, 864 

(1995).   

Aunque no constituye un procedimiento disciplinario, una 

descalificación afecta los derechos de las partes y el trámite del 

procedimiento.  En consideración a ello, la descalificación es un 

remedio que no se debe imponer ligeramente.  Sólo procede 

cuando sea estrictamente necesario.  Si existen medidas menos 

onerosas que aseguren la integridad del proceso judicial y el trato 

justo a las partes, la descalificación debe ser denegada.  El Tribunal 

debe realizar un balance entre el efecto adverso de la representación 

y el derecho a un juicio justo e imparcial. Job Connection Center v. 

Sups. Econo, 185 DPR a las págs. 599-602. 

II. 

En este caso, las corporaciones demandadas que solicitaron 

la descalificación (las “Corporaciones”) ni siquiera intentaron 

articular qué interés legítimo tienen en las situaciones que plantean 

en apoyo de la descalificación del abogado de los demandantes (el 

“Abogado”).  Aun partiendo de la premisa (no demostrada) de que 

pudiese existir una violación al deber de lealtad debida a los 

demandantes, ello de forma alguna afecta a las Corporaciones.  Esto 

sería un problema de los demandantes, quienes sí tendrían 

legitimación, si realmente hubiese un problema, para reclamar al 

respecto. 

De forma similar, aun si se hubiese demostrado (lo cual no 

fue el caso) que hubo una violación a algún deber hacia un tercero 
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que no es parte en este caso, tampoco ello genera un daño indebido 

a las Corporaciones.  Ese problema sería de dicho tercero, quien 

podría reclamar si realmente hubiese ocurrido la infracción alegada. 

Independientemente de lo anterior, la realidad es que no se 

demostró que existiese ninguno de los “problemas” señalados 

por las Corporaciones.  Veamos. 

En cuanto a la queja de las Corporaciones a los efectos de que 

los demandantes no procedieron contra un tercero (Intergroup, o el 

“Anterior Cliente”), el récord no sostiene la alegación de que dicha 

parte realmente podría responderle a los demandantes.  Solo porque 

el Anterior Cliente participara en el diseño de un proyecto, ello no 

necesariamente implica responsabilidad por un incidente ocurrido 

durante su ejecución.   

De hecho, si realmente el Anterior Cliente pudiese ser 

responsable por lo sucedido, como las Corporaciones 

convenientemente, y firmemente, alegan para los únicos fines de 

solicitar la descalificación del Abogado, las Corporaciones hace 

tiempo habrían cumplido con su obligación de incluir a dicha parte 

como tercero demandado, ello en la oportuna protección de sus 

intereses, sin que ello dependiese de la descalificación del Abogado 

o de algún otro trámite pendiente ante el TPI.   

Sin embargo, adviértase lo que realmente ha ocurrido: a casi 

dos años de presentada la demanda, las Corporaciones no han 

traído como tercero demandado al Anterior Cliente, sino que 

únicamente se han limitado a amenazar con hacerlo, ello con el 

único fin de intentar lograr la descalificación del Abogado. 

En efecto, sin asomo de sonrojo alguno, las Corporaciones, a 

pesar de sostener, en su oposición ante este Tribunal, que están 

“convencid[a]s” de que el Anterior Cliente “debe ser parte en el 

pleito”, y a pesar de que han transcurrido casi dos años desde que 

presentó la acción de referencia, no han incluido al Anterior Cliente 
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supuestamente porque, en atención a la “economía procesal”, están 

en espera de que se resuelvan sus mociones de desestimación.  

Aun partiendo de la premisa de que las Corporaciones en 

efecto incluirán al Anterior Cliente como tercero demandado en 

algún momento futuro indeterminado, ello tampoco justificaría la 

descalificación solicitada.  Adviértase que el récord sencillamente no 

refleja que la defensa por el Abogado de los intereses de los 

demandantes en este caso a su vez implicaría una violación a su 

deber de lealtad hacia el Anterior Cliente.   

Al contrario, lo que surge del récord es que el Anterior Cliente 

había advertido a una de las Corporaciones sobre ciertas situaciones 

que podrían haber contribuido al accidente por el cual se reclama.  

Más aún, el récord también refleja que, de una investigación sobre 

el accidente realizada por PROSHA y de la solicitud de permiso de 

demolición al municipio de Carolina, no surge que el Anterior Cliente 

podría ser responsable por el accidente objeto de la presente 

demanda.  

En cuanto a la queja sobre la divulgación de documentos 

obtenidos por el Abogado como parte de su representación del 

Anterior Cliente, tampoco el récord apoya la especulación de que 

dichos documentos estarían protegidos por el privilegio abogado-

cliente o, más importante, que dicha divulgación no fue autorizada 

por el Anterior Cliente.  Si bien un abogado debe proteger la 

confidencialidad de las comunicaciones con su cliente, ello no 

incluye documentos de negocios que están legítimamente sujetos a 

descubrimiento de prueba.  En este caso, los documentos incluyen, 

por ejemplo, comunicaciones entre el Anterior Cliente y las 

Corporaciones que son pertinentes a los hechos por los cuales se 

reclama.  De todas maneras, no hay base en el récord para concluir 

que la divulgación de estos documentos no fue autorizada por el 

Anterior Cliente. 
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La etapa en que se encuentra el pleito, a dos años de 

presentado y de que las Corporaciones supiesen sobre la identidad 

del Abogado, también fortalece nuestra conclusión de que no 

procedía decretar la descalificación de este.  El momento en que se 

presenta la moción de descalificación nos mueve a concluir que la 

misma se presentó únicamente con el fin de dilatar los 

procedimientos y de causar un perjuicio indebido a la capacidad de 

los demandantes de proseguir diligentemente con su causa de 

acción. 

En fin, concluimos que erró el TPI al descalificar al Abogado.  

No estamos ante conducta que constituya un obstáculo para la sana 

administración de la justicia.  No se ha demostrado que la 

representación impugnada pudiese afectar la integridad del trámite 

judicial pendiente ni la capacidad de los abogados de cada una de 

las partes de defender adecuadamente los intereses de sus 

respectivos clientes.  A la luz de que un abogado debe ser 

descalificado únicamente cuando ello es estrictamente necesario, 

erró el TPI al conceder la descalificación solicitada. 

III. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, hubiese 

expedido el auto solicitado y revocado la decisión recurrida, por lo 

cual disiento. 

En San Juan, Puerto Rico, a 2 de junio de 2022. 

 

    ROBERTO SÁNCHEZ RAMOS 

        Juez de Apelaciones 

 


